
LAS MEDIDAS DE ESTÍMULO PARA EL PAGO

LAS DEUDAS Y SANCIONES TRIBUTARIAS

ÍNoICn: I. Las medidas contenidas en la nueva LGT y
su fundamento constitucional. II. El pago voluntario y el pago

espontáneo de las deudas tributarias. 1. El pago en período vo-

luntario y los recargos del art. 27 LGT12003.2. Los pagos es-

pontáneos. A) La espontaneidad y 1a trascendencia de1 deber de

declarar (art. 27.4 LGT). B) Los pagos realizados en el período

ejecutivo y los recargos del art. 28 LGT. IIL EI pago de las san-

ciones tributarias y la reducción de la litigiosidad.

I. LAS MEDIDAS CONTENIDAS EN LANUEVA
LGTY SU FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL

El fundamento constitucional de las medidas legis-
lativas cuyo objetivo último es la consecución del pagol

espontáneo de los obligados tributarios se halla, según la

doctrina del TC, en el propio deber de contribuir del ar1.

3 i CE. Pues es en su efectivo cumplimiento en el que in-
ciden los problemas del retraso en el pago puntual de las

deudas tributarias. Así, 1a STC 7611990, de 26 de abril,
al lrafar el problema del incremento del 25oA del interés

legal para cuantificar el interés de demora, actualmente
superado, pone de manifiesto las razones que justifican la
importancia del pago puntual y concluye afirmando que

el ar1. 31.1 CE, "al configurar el deber tributario como de-

ber constitucional, está autorizando al legislador para que,

ESPONTANEO DE,

Rosa Litago Lledó.

dentro de un sistema tributario justo, (1) adopte las medi-
das que sean eficaces y (2) atribuya a la Administración
Ias potestades que sean necesarias para exigir y lograr el

exacto cumplimiento de sus obligaciones fiscales por pafte

de los contribuyentes". La justificación de 1o anterior la
encuentra el TC en la importancia del pago puntual que

sustenta en diversas razones. Dichas razones, extractadas
por la posterior STC 16411995, de 13 de noviembre2, son:

"a) que los tributos constituyen la principal fuente de in-
gresos de la Hacienda Pública; ó) que ia efectividad de

los ingresos constifuye un presupuesto para larealización
del gasto público, y c) que las relaciones tributarias son,

por naturaleza, relaciones masivas, lo que posibilita que

la actitud dilatoria de unos contribuyentes sea objeto de

imitación por otros, multiplicando así el daño para la Ha-

cienda Pública". De manera que "el art. 3I.I CE habilita
al legislador para proteger el especial interés de la Ha-
cienda Pública en el pago puntual de las deudas tributa-
rias con medidas eficaces cuyafinalidad sea no sólo la de
((compensar o resarcir al erario público por el perjuicio
que le supone la no disposición lempestiva de los fondos
necesarios para atender a los gastos públicos>, sino lam-
bién la de <salir preventivamente al paso de una posible
actitud dilatoria en el pago de sus deudas tributarias por
los contribuyentes, y ante el riesgo de que aquella actilud
pudiera generalizarse>". Argumentos que sustentan los

fallos de constitucionalidad en ambos casos.
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1. Tradicionalmente en Derecho tributario se asimilan los términos pago y cumplimiento de la obligación tributaria, tal y como sucede en el

Código civil, que los emplea como sinónimos. No obstante, puede observarse una diferencia entre ambos desde el punto de vista gramatical, de modo

que el cumplimiento se refiere a la obligación y el pago a la prestación en que aquella consiste. Vid. Go¡.rzÁrpz MÉNoxz, A.P., El Pago de la obligación

tt ibufaria,IEF, Maddd, i988, pp. 55 a 59. En contra, PÉREZ DE Avarr Per;rvo, C., "El tiempo de pago en Derecho Tributario: una reflexión", RDF,YP

núm. 243, 1997 , p.205.
2. Enestecasoseenjuiciabalaconstitucionalidaddelrecargocontenidoenelart.6l.2LcTll963,redactadoporlaD.A.3lLey46/1985,de1:

de diciembre, en relación con el impofie mínimo de los intereses de demora, que quedaba establecido en el 10% por todo el tiempo que la aplicación

del interés de demora al retraso en el pago, contado desde el vencimiento del período voluntario, resultara inferior al citado porcentaje. Como se sabe.

a dicha figura le han sucedido otros recargos en diversas variedades, e igualmente han sido objeto de distintos pronunciamientos del TC. como las

SSTC 27612000, de l6 de noviembre y 29112000, de 30 de novien'rbre.
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La pervivencia de dicha doctrina en relación con la si-

tuación norrnativa actual. que como veremos no se limita a

los recargos por declaración extemporánea, queda eviden-

ciada si atendemos a 1os parámetros de enjuiciamiento que

emplea. Parámetros que legitimarán cualquier medida que

sin,a a1 clobte-fin apuntado de"estimular el pago puntual de

la cletttla, en evitación de las dificultades de tesorería y los

daños que puede provocar a la Hacienda Pública el retraso

masivo en el pago de los tributos, y, además, estimular

qlte, Ltna vez protlucido el retraso, el pago' aunque tardío,

se efecttie de manera voluntaria, evitando a,sí la puesta en

marcha cle los tnecanismos de inspección y sanción de la

Administración fributaria". Añadiendo, a continuación, el

argumento clave de toda esta cuestión, cuando afirma, "De

nuevo, el carácter masivo de las relaciones tribufarias y
la lógica limitación de medios materiales y humanos de la

Aclministración lributaria iuslifican el recurso a este tipo

de medidas de estimulación"3.

A rni juicio, no pueden sintetizarse rnejor las dos ra-

zones que justifican la evoiución de toda esta cuestión,

cuya causa radica en los propios mimbres que sustentan

la aplicación de los tributos, en el sentido técnicojurídlco

del aú. 83 LGT. Esto es, y aun a riesgo de simplificar en

exceso, por una parte, que el cumplimiento de las obli-

gaciones tributarias depende, casi exclusivamente, de los

obligados tributarios a través de las autoliquidacionesl y,

por otra, la transformación del contenido de ias funciones

de la Administración tributaria, predominando su naturale-

zafiscalizadora y de control, así como sancionadora.

Estas mismas razones son las que permiten concluir

que, analizada su evolución legislativa, nos hallamos ante

unfenómeno expansivo, y ello en un doble sentido: en pri-

mer lugar, porque ha sido objeto de un progresivo ensan-

chamiento en relación con el ámbito que le era propio, el

de la aplicación de 1os tributos; y, en segundo lugar, por-

que se ha extendido también al sancionador. Fn relación

con esto último, se observa, además, la concurrencia de

vn nuevo obietivo, el de la reducción de la litigiosidad en

mqleria tributaria,tal y como se señala en la propia EM de

la LGT/2003 y se reitera en la de la posterior Ley 3612006,

de 29 de noviembre, de Medidas para la Prevención del

Fraude Fiscal.
Por último, entiendo que también resulta acertada la

argumentación del TC al poner de relieve la tensión que,

en pro de los objetivos perseguidos, se observa cuando se

analizaen conjunto toda la serie de medidas que se hallan

implicadas en esta cuestión. En este sentido, ya hemos vis-

to que la STC 7611990, de 26 de abril, destacaba ambos

extremos al contraponer medidas "disuasorias" frente a la

concesión de potestades a la Administración tributaria' En

relación con esto último, no puede olvidarse que' desde

la Ley 2511995, de 20 de julio, de reforma parcial de la

Ros,q. Ltr¡co Lt-¡oc,

LGT/1963, el legislador ha instaurado en el ámbito tribu-

tario un supuesto excepcional de ejercicio de la potestad

de autotutela ejecutiva actualmente contemplado en .',

art. 161.3 LGT , que prevé el apremio de las autoliqui-

daciones tributarias. Es decir, que aquélla se refiere a un

acto del particular, su autoliquidación, que, desde luego.

no goza de la naturaleza de acto administrativo.

Sentado lo anterio¡ el fenómeno que podríamos desig-

nar como de estimulación del pago, pr-lntual o irnpuntuar'

pero voluntario o espontáneo en cualquier caso' se refiere

en la actualidad a la regulación legal de diversas cueslitr-

nes. A mi juicio, éstas son ias siguientes:

a) Las obligaciones accesorias del art. 25 LGT que

confotmarán, en su caso, la deuda tributaria (ar:'

58.2 LGT). En ellas se cuentan los recargos poi

declaración extemporánea -relativos, por tanto. 3

deudas de contraído previo como a autoliquidacio-

nes (art. 27),los intereses de demora (art. 26). :
los recargos del período ejecutivo (an' 28)' Y se er-

cluyen las sanciones (ar1. 58.3) que actualmente nt'

son obligaciones accesorias @rt. 25.2), por 1o que

su tratamiento debe ser singularizado.

ó) La estructura legal de la recaudación tributaria 1an'

160.2 LGT), que comprende el período volunta-

rio y el ejecutivo. Aspecto del que importa espe-

cialmente su conexión con los conceptos de pago

puntual o impuntual a que alude el TC, así corno

con e1 de pago voluntario, que fue introducido en

el art. 126 de la LGT/I963 tras su refotma por Le¡

2511995, de 20 de julio, y sin embargo se omite en

la vigente LGT; y, por último, el pago espontáneo

a que se refiere puntualmente la nueva LGT (arts

150.2y 160.2.b)).

c) La regulación legal de las sanciones tributarias en

lo relativo a diversos aspectos:

1) La incidencia de los supuestos de cumplimiento

extemporáneo o espontáneo, puesto que provocan

distintos efectos que van desde su exclusión -cuan-
do concurren con ios recargos por declaración er-

temporánea (arts. 179'3, 191.1 y 192.1) , hasta su

atenuación cuando existe cumplimiento espontá-

neo pero extemporáneo respecto del que no cabe la

aplicación de recargos por incumplir los requisitos

del art. 27 .4 (a*. 191.6); o porque no resulta deuda

a ingresar (afi.. 198.2)-.
2) Las reducciones del al1 i88 LGT, que se deben a

dos causas: por conformidad (art. 188.1 y 2) y por

pago "puntual". Estaúltima, introducidapor la LGT

en su ar1. 188.3 y ampliada por la Ley 3612006, de

29 de noviembre, se halla sometida a la no impug-

nación de la proPia sanción.

3. ,,Es decir, el recargo estimtila negativamente el pago puntual ante 1a amenaza de que, en caso de inobservancia del plazo' la deuda se in-

cremente. y, además, una yez produciclo !i incumplimientolei plazo de ingreso del tributo, supone un estímulo positivo pata que el contribuyente

regularice tle manera voluntaria su situación fiscal, en la medida en que el importe clel recargo es inferior al de las sanciones que le serían impuestas

si 
-no 

rectifica de manera voluntaria su omisión y da lugar a la actuación recaudatoria de la Administración tributaria".
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3/ Por último, el problema de los intereses de demora
que ha quedado reducido a su paso a la víajurisdic-
cional (arts. 212.3 y 233.8.2." pr. LGT).

II. EL PAGO VOLUNTARIO Y EL PAGO
ESPONTÁNEO DE LAS DEUDAS TRIBUTARIAS

1. El pago en período voluntario y los recargos
del art. 27 LGT/2003

Una de las diferencias más significativas que. a mi jui-
:io. representa la nueva LGT respecto de la anterior, en

:elación con la recaudación de los tributos, se refiere a que.

nanteniendo su estructura doble, cambia la denominación
:e la primera de las fases en que se arlicula dicha fun-

--ión administrativa. En efecto, el art. 160.2.a) LGT prevé

rue. en primer luga¡ la recaudación podrárealizarse "En
:¿,íodo volunlario, mediante el pago o cumplimiento del

: ¡lleado tributario en los plazos previstos en el artículo
:l de esta Ley". Frente a ello, el art. 126 LGT11963, ral

" como quedó redactado por laLey 2511995, de 20 deju-
-r... establecía que la recaudación se realizaría "mediante
¿'. Dago voluntario o en período ejecutivo". Y, respecto del

::rmero, el art. 126.2 preveía: "El pago voluntario se rea-

-.zará en la forma y con los efectos previstos en el art. 61

:; esta Ley".
Este último, que también fue objeto de nueva redac-

:rLin por 1a citada Ley 2511995, de 20 de julio, permitía
:,::hlar el concepto de pago voluntario, como concepto

::.:teriala que trascendía el período voluntario de ingreso.
':' ello en tanto comprendía no sólo los pagos realizados en

:enodo voluntario cuyos plazos quedaban fijados en los

"::s. l0 y 72 RGR/l990-, sino también aquellos supuestos

:: ¿ilaciones en el pago5 que implicaban una alteración del

:-:zo general u ordinario, en cuanto su cómputo quedaba

-::emrmpido. En unos casos por la concurrencia de una

:,-rsa legal, como la suspensión del ingreso de la deuda
.:: 10.8 RGR/1990 sustituyéndose por uno nuevo-), o

: ;rrncesión del aplazamiento o fraccionamiento, según el

::':pio art. 61.4 LGT11963 (si bien se reanudaba su cóm-
:-:¡ si no habiaflnalizado, art. 55.4 RGR/1990). En otros,

-. del art. 61.3 LGT/1963, sin justificación o causa legal

:,:r..na. Circunstancia que, en principio, les anudaría las

: - rsecuencias del incumplimiento absoluto, especialmen-

509

te la posibilidad de imposición de sanciones. Precisamente
por ello, se contemplaban los recargos por cumplimiento
espontáneo y extemporáneo que son el antecedente próxi-
mo del vigente art.21 LGT.

Además, el concepto de pago voluntario se delimita-
ba negativamente, puesto que de acuerdo con el ar1. 126.1

LGTl1963 no podía calificarse como tal el pago volunta-
riamente efectuado tras la apertura del período ejecutivo y
antes de la notificación de la providencia de apremio6. Es

decir, la actitud del obligado que cumple voluntariamente
aunque de manera intempestiva la obligación de pago no

selía para definirlo, sino que era la imposibilidad admi-
nistrativa de compulsión sobre el patrimonio del deudor la

que 1o hacía.

En conclusión, pese a que el presupuesto de hecho de

los recargos del art. 61.3 LGT11963 (redactado por Ley
2511995, de 20 de julio) era idéntico al actual -el cumpli-
miento extemporáneo de la obligación de declarar, reali-
zado por el obligado sin requerimiento previo-, la Ley lo
situaba en el ámbito del pago de la obligación tributaria y
no en el del previo deber de declararla. Así, en puridad, el

pago voluntario adquiría su verdadero sentido únicamente

en relación a estos supuestos.

La simple literalidad del art. 160 LGT en relación con

el cambio de denominación de la primera fase recaudatoria

permite reconocer, en principio, el aciefio del legislador.

Porque, haciéndose eco de la polémica doctrinal suscitada

al hilo del referido art. 126 LGT/1963, tanto antes como

después de su modificación por Ley 2511995, de 20 de

julio7, divide la recaudación en dos fasess homogéneas,

referidas ambas a conceptos temporales: el período volun-
tario y el ejecutivo. Volviendo con ello a la división que

tradicionalmente se contenía en la normativa reglamen-

taria, desde el Estatuto de Recaudación de 1948 hasta el

RGR/I990. E inclinándose por la superación de la con-

cepción procedimientalistae que suscitaba problemas, es-

pecialmente en relación con la primera fase recaudatorial0,

no así en relación con la segunda, donde precisamente la

concepción temporal podía considerarse menos afoftuna-

da dado el protagonismo del procedimiento de apremio. y
ello aun a pesar de ia posibilidad de pago tras su iniciación
(art. 108 RGzul990)rr.

Esta novedad, que supone la desaparición formal del

concepto legal de pago voluntario, se halla estrechamente

ligada a otra que también puede considerarse un acierlo
legislativo: la nueva denominación y ubicación de los re-

cargos por declaración extemporánea sin requerimienfo

-. Hrro¡os¡ Tona.rlvo, J. J., "Los aspectos temporales del pago de la deuda tributaria en la Ley 2511995", Impuestos, T. II, 1995, p. 32

: Iid. PÉnez D¿ Avrl.q Pruvo, C., op. cit., pp.219 a221.
:. Sobre esta cuestión puede verse más extensamente nuesfo Irabajo Las Autoliquidaciones Tributarias ante la Recattdación Ejecufiva, Atan-

" " . ' t1,10. pp. 130 a 139 y 211 .

-. lbid., pp. 113 y ss.

: -\ñrmaPÉn¡zD¡Avtr¡Pnr-avo,C., op.cit.,p.225,enrelaciónconelatl.3.'RGR/1990 quedistinguíadosperíodosderecaudación,que
I : -.::,::i de período es equivalente a 1as formas o procedimientos en que puede llevarse a cabo la gestión recaudatoria.

- En delensa de la misma, vid. PÉp:sz Rovo, F., "El pago de la deuda tributarta", CiviÍas REDF, núm. 6, 1975.

. Por ello no se comprende muy bien la razón por la que en diversos preceptos del Reglamento General de desanollo de la Ley 58/2003, de
- :. :iciemb¡e. General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por RD 52012005, de 13 de mayo, se alude a la suspensión

:" ::..cedimiento de recaudación" cuando la deuda se hal1a en período voluntario (cl. arts. 44.1 y 46.2).

. SDFLM. Notas de Derecho Financiero, T. I, vol. 3.", Madrid, 1975, pp. 247 
' 
249 y 250-
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previo del art. 21 LGT. De modo que se extraen del ámbito
de1 pago para situarlos en Lrno más adecuado a su presu-
puesto de hecho definidor o principal. en coherencia con
los dos supuestos que engloba.

En el caso de las deudas de contraído previo porque
ésta es la única obligación que se trata de estimular por
parte del obiigado tributario. De su cumplimiento se de-

rivará la iniciación de un procedimiento administrativo
(arts. 128 a 130 LGT) que devendrá, en su caso, en una
liquidación tributaria que le conminará al pago en los
plazos de1 art. 62.2 LGT. y cuyo incumplimiento deter-
minará, automáticamente, el inicio de1 período ejecutivo
(aft. 161.1.a) LGT). En relación con este tipo de deudas, el
inico estímulo para el pago pttnhtal sólo se refiere ya a los
recargos del período ejecutivo (aft. 28). Es decir, tratará
de evitar la iniciación del procedimiento de apremio cuyo
presupuesto temporal, no obstante, ya se habrá producido.

Por e1 contrario, en las autoliqu.idacioz¡e.r, habida cuen-
ta de su definición 1egal (aft. 120.1 LGT), el art. 27 LGT
supone un estímtilo al cumplimiento de todos los deberes

que encierra en su contenido: declarar, cuantificar y, en

su caso, ingresar la deuda resultante, o bien determinar la
cantidad a devolver o compensar. Porque todos ellos van
necesariamente unidos.

Precisamente, al considerar los dos supuestos que se

contemplan en el precepto respecto de las autoiiquidacio-
nes es donde pueden analizarse las consecuencias dei cam-
bio de ubicación de la noffna. Pues, efectivamente, el estí-
mulo legal se refiere a la declaración en tanto ésta enerva,

al menos en principio, la necesidad de actuación adminis-
trativa tendente al "conocimiento" de la deuda a través de

1a comprobación e investigación para que posteriormente
pueda ser recaudada. En tal sentido, la obligación de de-

clarar se configura como una auténtica regularización por
el art. 2l .4 LGT, implicando, en caso contrario, Ia posible
imposición de sanciones si bien sólo por inlracción simple
(art. 191.6 LGT).

Lo anterior no puede empañar el hecho de que e1 ver-

dadero objetivo de la norma discurre parejo al contenido
de la autoliquidación. Es decir, de los dos supuestos pre-

vistos en ella, es el de 1a presentación de la autoliquidación
acompañada del ingreso el que prima, porque, cumpiidos
1os requisitos del art. 27 .4 LGT y realizado e1 pago, se con-
sigue 1a absoluta inactividad administrativa.

En otros términos, aunque la medida de incentivación
o estímulo se refiere esenciaimente a la declaración, a mi
juicio, lo hace más intensamente. si se me permite la ex-
presión, en relación con el pago, tal y como quedaba claro
con el anterior aÍt. 67.3 LGTlt963. Es decir, el legislador
pretende, realmente, que se dé el primero de los supues-

tos legaies, de presentación (declaración) extemporánea
acompañada de1 ingreso, produciéndose así la extinción de

1a obligación. Pues el segundo, que supone 1a declaración
extemporánea sin el pago simr.rltáneo al igual que cuando
la autoliquidación se presenta en plazo sin acompañar el

Rose Lrr,qco Lrrr.

ingreso, supuesto que queda al margen del ar1. 21 LGT
supone la iniciación del período ejecutivo (ar1. 161.1.':
LGT). En este caso, si bien se enerva la necesidad de qi:-
la Administración actúe a través de potestades inspector".
o de comprobación, no se evita la eventual necesidad c;
arlicular las relativas al cobro ejecutivo de la deuda. \s
pues, presentada la autoliquidación en plazo o bien exter:-
poráneamente pero sin ingreso o solicitud de aplazamier i-
o fraccionamiento o compensación simultánea (an. l- ,'

LGT), el estímulo al pago se reconduce, al igual que en i..
deudas de contraído previo, a1 período ejecutivo.

El planteamiento anterior ha quedado plenamer.-
confirmado por la introducción del aparfado 5 del cu'r. --
LGT/2003, a través de la Ley 36/2006, de 29 de not;¿¡. -
bre, que, al prever la reducción de los recargos aplicab'ie..
ia supedita principalmente al pago de 1a deuda tributa:-'.
bien en el momento de la declaración extemporánea. 'ni::

en el plazo concedido en el acuerdo de aplazamien¡¡
fraccionamiento. Además, evidentemente, del paqo c:
recargo del ar1. 21 LGT que proceda en el plazo con;.-
dido en la resolución liquidatoria del mismo, al amp::-
del ar1. 62.2 LGT12. El resultado de 1o anterior es la :---

consecución de la vía ejecutiva (arf.27.3 LGT).
Sentado lo anterior, el problema de estos supllestos .:

que no pueden calificarse como pagos voluntarios una 
" 
;:

suprimida la referencia legal a dicho concepto. Probler--:
que trasciende la cuestión terminológica porque de 1o q-.
se trata realmente es de su ubicación en la estructura ¡:
arf. 160.2 LGT. Pues, es evidente que no se hallan e:, ,
segunda de dichas fases, ya que el período ejecutir o n. s;
ha iniciado, porque carece de contenido, evidenteme:::
Y, en relación con la primera fase, de pago en período '. - -

luntario, el problema es que, precisamente, el presupr,:.:
de hecho del aft. 21 LGT es la "presentación de au:c-.-
quidaciones (...) fuera de plazo", siendo éste común. c-::-
está, tanto para la declaración como para el pago (art. ti
LGT).

Para solucionar esta cuestión, habida cuenta del si-¡:-
cio legal, entiendo que debe acudirse a 1o dispuesto p..: 

=

vigente RGR que en su art. 68 se refiere a la inlciacr..r- ,

finalización del período voluntario. El objetivo últrm¡ -.
determinar en qué supuestos sí se realiza e1 pago en:;-
ríodo voluntario y si entre ellos se cuentan los reiatir.-. '
las autoliquidaciones presentadas extemporáneamenle : :
requerimiento previo.

Dispone el art. 68.1 RGR: "La recaudación en peni -
voluntario se iniciará a partir de (...): c) La fecha de :--
mienzo del plazo señalado paÍa st presentación. trate:.- - -

se de autoliquidaciones". En relación con la termlna.- -
del indicado plazo, el art. 68.2 RGR establece en su pn-:-
párrafo una regla general, al prever que "La recauda; -:
en período voluntario concluirá el día del vencimient¡ -=
los corespondientes plazos de ingreso". Si bien e1 se¡-:-
do párrafo de dicho precepto incluye una nofina espe.-. -,.
para ias autoliquidaciones: "En el caso de deudas a rl::'-

12. EncontradelaafirmacióndeF¡n¡ÁN¡szP..rvÉs,M.'J.yA.Jaoarln-rRolnÍcuez,"Losrecargospordeclaraciónextemporáneaenl::---
LGT", Rff, num.17,2007, pp. 122 y 123, de que es el obligado quien debe cuantificarlo e ingresarlo en el mismo acto.
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sar mediante autoliquidación presentada fuera de plazo
sin realizar el ingreso o presentar solicilud de aplazamien-
to, .fraccionamiento o compensación, concluirá el mismo
día de la presentación de la autoliquidación".

De lo anterior se colige. primero, que estamos ante una
notma complementaria tanto del art. 161.1.b) LG! en su

último inciso, como del art.21 .3 LGT. Preceptos de cuya
conjunción ya sabemos que, al día siguiente de la presenta-
ción extemporánea de la autoliquidación sin ingreso o sin
solicitud simultánea de aplazamiento y/o fraccionamiento
o compensación, se inicia el período ejecutivo.

Y segundo, parece claro que, interpretado el precepto
a sensu contrario, los pagos realizados junto a la presenta-
ción extemporánea de la autoliquidación sin requerimiento
previo no se realizan en período voluntario. Y aunque el
pago se ha realizado "voluntariamente" por el obligado,
en tanto no ha sido conminado en modo alguno para ello
(art. 21 .2 LGT) -ahí radicaba ia coherencia del anterior ré-
gimen legal, al prever que el pago voluntario comprendía
estos supuestos-, no creo que pueda hablarse de "prórro-
ga" del período voluntario. Porque atendidos los términos
del art. 68.2." pr. RGR, sólo cabría hablar de "prórroga"
del período voluntario, precisamente, cuando no hay cum-
plimiento de la obligación de pago y tampoco se solicita
aplazamiento o fraccionamiento o compensación. En este

caso, los efectos económicos de un eventual pago "espon-
táneo" del deudor serían, de un lado, la improcedencia de
1as reducciones del art. 2'7.5 LGT, y, de otro, la aplicación
de los recargos del art. 28 LGT, pues ya se ha iniciado el
período ejecutivo. La utilidad de la "prórroga" del perío-
do voluntario en estos casos. parece que es, simplemente,
manteneÍ la coherencia del régimen legal de continuidad
entre los dos períodos recaudatorios. Aun cuando no se

compadece con la circunstancia esencial de que el presu-
puesto de hecho del art. 27 LGT supone, justamente, la
presentación de la autoliquidación "fuera de plazo".

Sí tiene, en cambio, utilidad práctica esta cuestión de la
''prórroga" del período voluntario cuando se analizan con-
juntamente los arts. 27.3 y 161.2 LGT, y 68.2.2.'párrafo
RGR y las normas legales y reglamentarias reguladoras
del aplazamiento y fraccionamiento y la compensación.

El art. 161 .2 LGT establece: "La presentación de una
solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensa-
ción en período voluntario impedirá el inicio del período
ejecutivo durante la tramitación de dichos expedientes". Es
por ello que la noma del art. 68.2.2.'párrafo RGR cobra
sentido para las citadas solicitudes de aplazamiento, frac-
cionamiento o compensación, pues el presupuesto de he-
cho de la presentación extemporánea de la autoliquidación
es precisamenie Iafinalización del período voluntario.
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En relación con el aplazamiento y/o fraccíonamiento,
el arf . 46.1 .a) RGR prevé que "(...) en el caso de deudas re-
sultantes de autoliquidaciones presentadas fuera de plazo,
sólo se entenderá que la solicitud se presenta en período
voluntario cuando la solicitud de aplazamtento o frac-
cionamiento se presente junto con la autoliquidación ex-
temporánea". Las consecuencias de ello son claras, pues,

por una parte, según los arts. 161.2 y 65.5 LGT no puede
iniciarse el período ejecutivo en tanto se está tramitando,
sin perjuicio del devengo de los intereses de demora; y,

por otra, los efectos, tanto de la denegación de la solicitud
como de su concesión, son más beneficiosos. En el primer
caso, el art. 52.4.a) RGR prevé que con la notificación de

la denegación se iniciará el plazo de ingreso del art.62.2
LGT. En el segundo, son las consecuencias del eventual
incumplimiento del aplazamiento o fraccionamiento con-
cedido las que marcan las diferencias por el hecho de tra-
tarse de solicitudes realizadas en período voluntario (art.
54 RGR).

Debe tenerse en cuenta, no obstante, que el art. 47 .1.a)
RGR prevé como un supuesto de inadmisibilidad de la so-
licitud "Cuando la deuda deba ser declarada mediante au-
toliquidación y esta última no haya sido objeto de presen-
tación con anterioridad o conjuntamente con la solicitud
de aplazamiento o fraccionamiento". Es deciq la presen-
tación de la autoliquidación es, en todo caso, imprescin-
dible, bien sea en plazo o bien extemporáneamente. Y en
este segundo supuesto sólo la conjunción de ambos actos
provoca las consecuencias anteriormente vistas. Circuns-
tancia que, por lo demás, contempla el art.21 .3 LGT.

Incluso, tras la entrada en vigor de la Ley 3612006, de
29 de noviembre, el art. 27 .5 LGT permite la reducción del
importe del recargo que conesponda siempre que, además

del pago puntual de dicho recargo -en el plazo concedido
en la notificación de su liquidación con arreglo al art.62.2
LGT , "se realice el ingreso en el plazo o plazos fijados
en el acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento de di-
cha deuda que la Administración hubiera concedido con
garanlía de aval o certificado de seguro de caución y que

el obligado al pago hubiera solicitado al tiempo de pre-
sentar la autoliquidación extemporánea". Es deci¡ se les

equipara en el trato con los supuestos de pago junto a la
autoliquidación extemporánea. No obstante, el legislador
1o hace limitando el beneficio a unos determinados supues-
tos en función de las garantías constituidas, primándolos
injustificadamente como sucede en punto al importe de los
intereses de demora según los arts.26.6 y 65.4 LGTI3.

Por 1o que se refiere a las solicitudes de compensación,
el efecto que deriva del art. 68.2.2." párrafo RGR, es si-
milar al caso anterior, pues la solicitud conjunta (art.21 .3

13. Alavistadeello,encasodenopoderofrecerestasgarantías,elobligadoseencuentraantelaalternativadepagarladeudaalpresentarla
autoliquidación para poder beneficiarse del aft.21.5 LGT. Altemativa a la que dilícilmente puede acogerse si se tiene en cuenta que el presupuesto
de hecho de este instituto son precisamente 1as dificultades económico-financieras que transitoriamente le imposibilitan el pago. O bien, ante dichas
dificultades, saber que cuenta, en el peor de los casos, con un nuevo período voluntario tras la resolución denegatoria.

En contra del criterio del legislador, que discrimina en función de las garantías, tr/id Sol¡n RocH, M.'T., "Las prestaciones accesorias en la nuer ¿

Ley Generaf Tributaria", en M¡nrÍn DÉc¡No. L et al. (coord.), Estudios de Derecho Financiero y Tributario en Homenaje al Profesor Calto Or¡¿=:.
T. I. Lex Nova, Valladolid, 2005, p.405.
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LGT) con 1a presentación extemporánea de la autoliquida-
ción se entiende realizada en período voluntario. De modo
que durante su tramitación no puede iniciarse el período
ejecutivo (ans. 161.2 y 72.1 LGT), si bien se devengarán
intereses de demora que puedan proceder, en su caso, hasta

de la t-echa de reconocimiento del crédito. Y la eventual
denegación determina, según e1 ar1. 55.5.a) RGR, la ini-
ciación de un nuevo período voluntario del ar1. 62.2LGT
desde la notificación del acuerdo denesatorio.

2. Los pagos espontáneos

Habiendo concluido de la normativa vigente que los
pagos realizados con ocasión de ia presentación extem-
poránea de una autoliquidación sin requerimiento previo
no son pagos voluntarios, en el sentido de que hayan sido
realizados en ei período voluntario, ni conforman, por au-

sencia de concepto legal, un pago voluntario, ello no se

compadece con el origen en la voluntariedad del obligado.
Pues no son en absoluto consecuencia de intimación para
ello, básicamente por la imposibilidad que supone la falta
de declaración. En consecuerrcia, si se renuncia a califi-
carlos como voluntarios, ¿pueden denominarse pagos "es-
pontáneos"? Y si es así, ¿qué trascendencia podría tener?

La respuesta a la primera cuestión es afirmativa si se

atiende a ios términos del art. 150.2.b) LGT, que califica
de ingresos esponfáneos "a los efectos del ar1. 27 de esta

ley", a los realizados por los obligados tras la iniciación
de un procedimiento de inspección en el que se haya in-
cunido err cualquiera de los dos supuestos del ar1. 150.2

LGT (interupción injustificada del procedimiento de ins-
pección por más de seis meses o bien incun-rplimiento del
plazo rnáximo legal art. 150.1 LGT para la conclusión
del mismo), pese a que no se produce la caducidad del pro-
cedimiento. Mutando su inicial consideración de ingresos

a cuenta del art. 81 .5.2.'párrafo RGIT]4.
Sin embargo, la anterior conclusión se ensombrece tras

la lectura del art. 160.2.b) lGZ, porque éste se refiere tam-
bién a la existencia de pagos "espontáneos" pero, a dife-
rencia de los anteriores, realizados en período ejecutivo.
Así es en tanto dicho precepto dice textualmente que una
de las lormas de recaudación de las deudas tributarias será
"En período ejecutivo, mediante el pago o atmplimíenlo
esponfáneo del obligado tributario". Posibilidad a la que

se contrapone 1a de que la recaudación se realice "en su

def-ecto, a través de1 procedimiento administrativo de apre-

mio". Su lectura conjunta con el art. 28 LGT significa que,

una vez iniciado el período eiecutivo en los términos del

Rosn Lrruco Lr¡oo

afi. 16 I LGI el obligado puede realizar el pago de la deu-
da sin ser conminado a ello. Supuesto que se dará única-
mente en el lapso de tiempo que transcurra hasta Ia notifi-
cación de la providencia de apremio y que lleva aparejado
el devengo del llamado recargo "ejecutivo" del art. 28.2
LGT, así como la exclusión de los intereses de demora.
Sin embargo, la notificación de la providencia de apremio.
además de suponer el inicio formal del procedimiento de

apremio (ar1. 167.1 LGT) servirá para requerir al deudor
para que efectúre el pago. Así, el arf.72.2.e') RGR al esta-

blecer su contenido se refiere al "requerimiento expreso
para que efectúre el pago de la deuda. inclLrido e1 recargo
de apremio reducido, en el plazo al que se refiere el artícu-
lo 62.5 de la Ley 58/2003, General Tributaria". Por tanto.
parece claro que de realizarse el pago en dicho plazo no
puede calificarse en modo alguno de "espontáneo" pues es

el resultado de una intimación expresa para ello.
A la vista de lo anterior, creo que la LGT pennite con-

cluir en ia existencia de un conceplo de pago esponfáneo.
deducido de la nota en común que comparten los dos su-
puestos a que nos acabamos de referir.

Pues el afi. 150.2.b) LGT, interpretado a sensu cotltt'a-
rio, caifica los pagos realizados al amparo del art. 21 LGT
como pagos (ingresos) espontáneos, es decir, aqlrellos qlre

no son el resuitado inmediato de un requerimiento admi-
nistrativo en los términos del art. 27.1 .2." páralo LGT
Supuesto ai que se debe adjuntar la previsión general del

art. l04.5 LGT, sobre los electos de la caducidad de ios

procedimientos. pues, aun cuando éste no se refiere explí-
citamente a ios ingresos espontáneos sino únicamente a 1a

inexistencia -sobrevenida de requerimiento administrati-
vo, dicha conclusión es absolutamente lógica.

Y el ar1. 160.2.b) LGT, refiere el concepto a aquellos
pagos que no se deben a un tipo de requerimiento adl.t.ri-

nistrativo que, precisamente, no se menciona en todo e-

amplio elenco de los recogidos por el citado aft.27.1 ).'
párrafo LGT, esto es, el requerimiento expreso para l-
pago que supone la providencia de apremio.

La nota en común, en conclusión, es la ausencia abso-

luta de actividad administrativa, en el primer caso relatir:
al incumplimiento de la obligación de declarar, en ei se-

gundo, en relación con la obligación de pago.

Incluso prescindiendo de la cuestión terminológica. r

sea cuai sea la denominación que se les dé a estos supues-

tos, 1o bien cierlo es que en ambos prima Ia consecución .:
un mismo objetivo: que la intervención administratir a se.
innecesaria para la satisfacción de la deuda. Ello expiic.
que en ambos casos se 1es anuden en la nueva LGT d:-
terminadas consecuencias jurídicas que priman los pagos

espontáneos, incorporándose dos novedades fundan.ren-

11. LaSISrle 15de;febrerode2008(rec.nún1.5696/2002)interpretaelderogadoarl.3l.4RGIT,aprobadoporRD939/1985,enel scutidc,;_-.'
actualmenterecogeel art. 150.2.b)LGTyestimalainrprocedenciadelassancionesimpuestasal recunente,puesadmiteelcarácterdeespontán;.
de los ingresos realizados nrediante una declaración complementaria con posterioridad al inicio de las actuaciones inspectoras pero previrment.- a ; -;
éstas se interrumpieran injustificadamente por el transcurso de más de seis meses. La cuestión estriba en que el citado precepto reglamentario pare;:,
albergar una cliferencia de trato para este tipo clc ingresos, ya que sólo otorgaba expresamente la naturaleza de espontáneos a los realizados con:.s-
terioridad a la interrupción de las actuaciones. La interpretación del TS se basa en dos argumentos: el primero, un elenental principio de igualdai r:
trato, ya quc "no existen razones objetivas suficientes" para albergar tal dil'erenciación; y, segunclo, el propio an. 150.2.b) LGT vigente.
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tales que se analizan a continuación. La primera de ellas
se refiere a la cualificación de la declaración que incorpo-
ra la autoliquidación espontánea en los términos del art.
:-.-+ LGT, de modo que ésta conlleva diferentes efectos
'-¡ridicos según se ajuste o no a dicho parámetro legal. La
sesunda es que la diversificación de recargos del período
.tecutivo persigue igualmente el favorecimiento del pago
:spontáneo del deudor, si bien cuando la actividad de com-
:,¡lsión sobre el patrimonio del deudor ya es legalmente
:ebida, distinguiendo los efectos económicos según que se

::1 a iniciado o no dicha actividad.

.t-, La espontaneidad y la trascendencia del deber

-i: ,íeclarar (arr. 27.4 LGT)

.\ctualmente sólo la presentación extemporánea de au-
::-rquidaciones que cumpla los requisitos de declaración

-:eJularizaciónt5 del art.27.4 LGT determinará la exclu-
. -: de sanciones (aft. 191.1 LGT). Su incumplimiento,

:,-r el contrario, determina el tipo infractor del art. 191.6

-uT. Igualmente, la trascendencia del deber de declarar
:: observa en el citado art. 191.1 LGT en tanto la pre-
:¡-:ación de la autoliquidación en plazo o fuera de él sin
:;:,mpañarse del ingreso de la deuda, o bien de solicitud
:: ¿riazamiento, fraccionamiento o compensación, supo-
:,; -a apertura del período ejecutivo (at. 161.1.b) LGT)
:e:: ercluye la imposición de sanciones. La diferencia de

:::ir entre las situaciones de pago espontáneo y las de in-
- -rplimiento de la obligación de pago radica en las con-
.:;:encias económicas que suponen, de un lado, la ventaja
:;::' aquél1os de las reducciones del aft.27.5 LGT y, para

-! J'tros. el inconveniente que supone la compatibilidad
:; :scarsos que prevé el ari.27.3 LGT con los del art. 28
' 

'--1. De ello se concluye, abundando en una idea anterior,
: -. sun pudiendo observarse una primacía en el objetivo
:-'.-:-nte a favorecer el pago espontáneo, sin duda el le-

-. ¡-¡dor confiere una gran relevancia a la obligación de

:*:-rar. como evidencia el art. 21 .4LGT, y también se
-.i¡,-a en los supuestos en que no resulta deuda a ingresar.
:..,ie se otorga un mejor trato al cumplimiento, aunque
--:::,... del deber de declarar (art. 198.2 LGT).

:n el art. 21 .4 LGT se dispone: "Para que pueda ser
ir,::¿do lo dispuesto en este artículo, las autoliquidaciones
: i.:-:rporáneas deberán identificar expresamente el perío-
:,, :::rpositivo de liquidación al que se refieren y deberán
:.::3:er únicamente los datos relativos a dicho período".

- :.¡r e de dicha novedad se halla puesta en conexión con
: ::s¡uesto por el art. 191.6 LGT que prevé que el incum-
: :-.-3nto de aquel requisito formal, que conlleva la inapli-
::rc :: de los recargos y por ende la posibilidad de imposi-
-' :: ae sanciones, se vea atenuada de modo que "siempre
::r¡:i:ui¡á inlracción leve" la "falta de ingreso en plazo
:¡É :.rutos o pagos a cuenta que hubieran sido incluidos

: :¡. art. 179.3 t.GT-

5i3

o regularizados por el mismo obligado tributario en una
autoliquidación presentada con posterioridad sin cumplir
los requisitos establecidos en el apafiado 4 del artículo 27

de esta ley para la aplicación de los recargos por declara-
ción extemporánea sin requerimiento previo". Añadiendo
que "Lo previsto en este apartado no será aplicable cuando
la autoliquidación presentada incluya ingresos coffespon-
dientes a conceptos y períodos impositivos respecto a los
que se hubiera notificado previamente un requerimiento de

1a Administración tributaria".
Del análisis de los antecedentes de este régimen legal

es f,ícil deducir, como en seguida se verá, que su causa se

halla, precisamente, en evitar cualquier intervención admi-
nistrativa para que pueda llevarse a cabo el cumplimiento
de la obligación. Así, se colige que la redacción del ar1.

2l .4 LGT tiene su origen en las dificultades interpretativas
surgidas al hilo de la redacción del art. 61.3 LGT 11963 por
Ley 2511995, de 20 de julio. En síntesis, el problema se

presenta en aquellos casos, muy frecuentes por ejemplo en
relación con el IVA, en que el obligado incluye en una au-

toliquidación posterior, sin especificarlo, la cuota cones-
pondiente a un ejercicio o período anterior, consiguiendo
con ello soslayar tanto el régimen de recargos del art. 61 .3

LGT1I963 como el de sanciones derivadas del ar1. 79.a)
LGTl1963, ambos en su redacción tras la Ley 2517995, de

20 de julio. Y la conclusión más significativa que se extrae
es que la aplicación de los recargos requiere no sólo la es-

pontaneidad, en el sentido de falta de cualquier actuación
administrativa de las contenidas en el ar1. 21 .1 .2." párrafo
LG! sino que también para su exigencia sea innecesaria
cualquier actuación indagatoria o de comprobación. Preci-
samente esta última es la que pretende evitarse con la in-
troducción del art. 21 .4 LGT que contempla el requisito de

auténtica regularización que inspira el precepto, acogién-
dose con ello la interpretación administrativa del ar1. 61.3

LGT11963 (redactado por Ley 2511995, de 20 de julio).
Ésta, contenida, entre otras, en las Resoluciones del TEAC
de 9 de mayo de 2001 (RG 4259/99) y t 2 de septiembre de

2001 (RG 2600/99), fue suscrita inicialmente por la Au-
diencia Nacional (SAN de 1910912006), y permanece in-
variabie actualmente, pese al cambio de criterio que operó
dicho órgano jurisdiccional y a la entrada en vigor de la
nueva LGT.

Asi,la Re,solución del TEAC de 9 de octubre de 2007 ,

que no obstante 1o anterior se sirve del primigenio crite-
rio de la AN, explica la pervivencia de su doctrina con
base en el contraste con el nuevo régimen legal, y explica
perfectamente la razón de ser de toda la cuestión. Dice
el TEAC:

En la medida en que la regularización extemporánea se

oscurezco de alguna il1anera, no siendo detectable prima

facie por la Administración que recibe la auf oliquidación.

entendemos que la actuación del sujeto pasivo no queda-

ría amparada por la norma de exclusión de responsabili-
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dad prevista en los artículos 79.ct) de la LGT y 4 del RD
1930/1998. En este.sentido nos pronunciamos también en

la Resolución de 2 de abril de 2003 (RG. 7344/2000), en

la qtre señalamos qLte, en caso de admitir esta conducta
como no constitutiya de infracción "estaríamos permi-
tiendo el encubrimiento documen.tal y formal de estas

regularizaciones, dfficultando la gestión de la Admínís-
tración y primando estas conductas confusas".
Por consiguíente, no habiéndose producido regulariza-
ción voluntaria pol parte de la entidad reclamanÍe, en la
medida en que ha sido precisa la actuación de compro-
bacíón de los órganos de la Administración Tríbutaria
para determinar las cuotas que se corresponden a cada

período de declaración, no puede exonerarse al sujeto
pasivo de responsabilidad por ínfracción Íributaria.

Es interesante destacar que la conclusión del TEAC en
este caso es que no procede la aplicación del régimen de

recargos del art. 61 .3 LGT11963, y, en consecuencia, esti-
ma la procedencia de imposición de sanciones por la falta
de ingreso. Si bien, considera de aplicación retroactiva el

" art. 191.6 LGT, porque, precisamente? se trata de la norma
que contempla expresamente las consecuencias anudadas
a estos supuestos

Frente a ello, lo que obvia el TEAC, como ya se ha
dicho, es que la propia Audiencia Nacional varió su cri-
terio con anterioridad, en concreto en sus SSAI{ de 17
de mayo de 2007 (rec. 322/2005) y 22 de junio de 2007
(rec. 432/2005). Así 1o plasma Ia SAI'I de 18 de ocÍubre
de 2007: "La interpretación conjunta de ambos preceptos
(arts. 79,a) y 61.3 LGT/L963) que ha llevado a cabo esto
Sala conduce a la conclusión de que quedan excluidos
de sanción los supuestos de ingresos correspondientes a
las declaraciones-liquidacíones o autoliquidaciones pre-
sentadas fuera de plazo sin requerimiento previo. sin que

la LGT efectúe una especffica ex¡gencia de requisiÍos de
identificación del períodct impositivo en esa autoliquida-
ción extemporánea". Remitiéndose para ello al criterio de

la citada STC 164195. Y, en contraste con el nuevo tipo del
' art. 791.6 LGT en relación con el art. 27.4, concluye que

"Entiende la Sala que debe ctdmitirse que existía unafalta
de tipificación o, cuanto menos, una defectuosa tipificacíón
en la LGT 230/1963 del supuesto que contemplamos". Asi
lo reconoce, al menos, el Informe sobre el borrador del
Anteproyecto de la nueva Ley General Tributaria, elabo-
rado la Secretaria de Estado del Ministerio de Hacienda el
23 de enero de 2003, que decía lo siguiente:

... también se ha introducído una norma específca para
una sítuación que se está produciendo con mucha fre-
cuencía en la prácfíca: las regularízaciones efecfttaclas

a trayés de declaraciones correspondíentes a períoclos

de liquidación posteriores del mismo impuesto. Cuando

el acfual art. 79.a) tipifica la infracción. cons¡stente en

dejar de ingresar dentro de los plazos reglamentarios la
totalidad o parte de la deuda tributaría, excepciona que

se traÍe de ingresos voluntarios extemporáneos (comple-

mentarias), dado que, en dicho supuesto, procedería la

Rosa Lrraco Lr.nnó

exigencia del correspondiente recctrgo. El Informe 2001

planteó la conyeniencia de aclarar la tipifcación respec-

to de los obligados tributarios que, si bien operan de la

Jorma mencionada, ingresan en una declaración ulterior
la cuola inicialmente omitida, pero lo hacen sin consig-
nar su carácter extemporáneo. Píénsese en el caso de

aquél que no declara determinadas cuotas del Impuesto

sobre el Valor Añadido repercutidas durante el prímer
Ír¡meslre (período impositivo trimestral) y que lo hace

como sí de cttotas del cuarto tr¡mestre se tratase. En con-
creto, el Informe 2001 consideraba que esfos casos de-

berían lípifcarse como infracción tributaria, pero no de

la máxima gravedad. Ello porque no puede desconocerse

que, aunque no sea por el cauce idóneo, el obligado tri-
butario ha acabado regularizando su sifuación.
De conformídad con las ideas anteriores, el borrctdor de

AnÍeproyecfo LGT señala (...) quu, sean cuct.les sean las

circunstancias concurrentes (cuantía dej ada de ingres ar,

medios empleados o existencia de ocultación) esta con-

dttcta síempre ya a tener la consideración de infracción
leve.

En este sentido, existe una postura mayorítaria dentro
de la Comi.sión que considera que no debe ser objeto del
mismr¡ tratamiento el obligado que no ingresa que aquel
que ingresa pero en una declaración posterior Además,

la Comísión ha considerado que debería distinguirse
entre aquellos obligados que llevan a cabo su conducta
mediando dolo de aquellos otros que la realizan por sim-
ple negligencia. En otro caso, estos últimos resultarían

sancionados en forma desproporcionada por excesiva.

Esta falta de tipifcación o -como mínimo defectuo-

sa típificación del supuesto que contemplamos, lleva
a la anttlación de las sanciones Íributarias, pues nos

encontramos en el ámbito del derecho sancionador en

el que son de aplicación -según indica el artículo I78
LGT/2003 los principios de legalidady tipicidad, supo-

niendo este último, como dice el Tribunal Constitucíonal
en su sentencia de 52/2003, de l7 de marzo , la prohibi-
ción de "... la interpretación extensivay la analogía <in

malam parteml, es decir, la exégesis y aplicación de las

normas fuera de los supuesÍos y de los límites que ellas
determinan...".

Así pues, 1o bien cierto es que una vezha entrado en

vigor la nueva LGI la cuestión dista de tener una solución
unitaria, puesto que la argumentación que se basa en el
contraste entre el anterior régimen y el vigente sirve para

concluir tanto en un sentido como en otro de los que se

han expuesto. Basta destacar dos ejemplos. Así, mientras
la STSJ de Madrid, n. 115912007, de 5 de julio -aplicando
un criterio reiterado de la Sala-, considera que el actual
art. 27.4 LGT pone de manifiesto que este requisito no
era exigible al amparo del afi. 61.3 LGT11963, la STJ de

Aragón n. 42012006 de 6 de iulio -también reiterando un
criterio anterior-, sostiene, por el contrario, que, precisa-
mente, los nuevos afiículos 27.4 y 191.6 LGI no hacen
sino confirmar la necesidad del requisito formal de decla-
ración, siendo la única diferencia que en la actualidad su
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incumplimiento deviene en la infracción leve del citado

art.l9l.6 LGTr6.
Por otraparte, eITSJ Cataluña en Sentencian. 165 12005,

de 25 de febrerolT, acogiéndose como la AN a los princi-
pios de legalidad y tipicidad del art. 178 LGT, concluye

igualmente en la exclusión de sanciones con arreglo al ré-

gimen anterior, sin que sea predicable el requisito formal

del actual aú..21 .4 LGT. Considerando, además, con base

en el principio de retroactividad de la norma más favorable

de la D. Tr. 4.'LGI que ni este requisito existía, ni tam-

poco el tipo previsto por el ar1. 191.6 LGT. Incluso, en las

Sentencias números 54212007, de 17 de mayo,78412007,

de 12 de julio y 82212001 , de I 8 de julio, atendido el tenor

del art. 10.2 LGT le aplica al supuesto de hecho el régimen

de los recargos reducidos del art. 27.5 LGT introducido
por la Ley 3612006, de 29 de noviembre.

En definitiva, la alusión a la cláusula de retroactividad

I' el contraste con el régimen anteriormente vigente, creo

que permite concluir que no cabe duda sobre la aplicación

retroactiva de las ventajas económicas que conlleva el régi-

men de recargos del art. 21 LGT. De una parle, la exclusión

de intereses de demora en cualquier caso de cumplimiento

anterior a doce meses -amrmbando con ello el criterio ad-

ministrativo plasmado en la Instrucción711995, de 28 de

iu1io, de la Dirección General de la AEAI18 . Y, de otra, la

reducción del importe de los recargos, tras la Ley 3612006,

de 29 de noviembrere. Pero por otro lado, no cabe duda que

,a i¡troducción del requisito del ar1. 27.4 LGT ha supues-

:La un endurecimiento del régimen legal frente al art. 61.3

LGTI1963 en cuanto a la exclusión de las sanciones. Y si
-:ien 

ello no obsta reconocer que otorga un tratamiento jurí-

lico más adecuado a la cuestión, impide, en atención a la ci-

ada ciáusula de irretroactividad de 1o no favorable, su apli-

Éción a supuestos nacidos al amparo de la anterior LGT.

3, Los pagos realizados en el período ejecutivo
'. iús recargos del art. 28 LGT

El favorecimiento del pago en el período ejecutivo se

r-. idencia en la diversificación de recargos que introduce2o.

5i¡i

Convirliéndose en medidas tendentes al estímulo del pago

por los obligados tributarios que enelvan la intervención

administrativa a través del procedimiento de apremio. Para

ello, la LGT distingue, en primer lugar, los pagos '.úespon-

táneos" realizados tras la iniciación del período ejecuti-

vo que no han supuesto actuación administrativa alguna.

Medida que cierlamente responde a una elemental cohe-

rencia con la realidad, que demostró sobradamente que la

iniciación del procedimiento de apremio no podía darse

con la inmediatez que la contemplaba la normativa. Así,

la preeminencia que la nueva LGT trata de conferirle a los

pagos espontáneos rcalizados en el período ejecutivo está

claramente reflejada en la introducción del nuevo recargo

"ejecutivo" del art. 28.2 LGT. Pues, en contraste con el

régimen anterioq su novedad no radica tanto en su posi-

ble exigencia -en realidad, el mérito de ello se debió a la

reforma de la Ley 2511995, de 20 de julio, que fue la que

1o contempló pot vez primera-, o en que ahora tenga una

denominación propia, sino en su cuantía reducida a la mi-
tad (del I0oA pasa al 5oA de la deuda tributaria, mantenién-

dose la exclusión de los intereses de demora (art. 127 .1

LGT11963 y arts.26.2.d) y lil.a LGT)) como evidente

incentivo de este tipo de pagos "espontáneos".

Pero sin restarle relevancia a lo anterior, a mi juicio,

la trascendencia de la actual LGT en este punto se debe,

en realidad, a las consecuencias que anuda al segundo su-

puesto contemplado, en cuanto lo distingue en sus efec-

tos económicos al cobro de la deuda a través del procedi-

miento de apremio. Efectivamente, el pago en el período

concedido en la providencia de apremio @rt. 62.5 LGT),

tampoco constituye en sí mismo una novedad, sí 1o es, en

cambio, que, de efectuarse, el obligado deberá ingresar un

recargo de "apremio reducido" del I0%o de la deuda tri-
butaria (art.28.3 LGT), con exclusión de los intereses de

demora (art.26.2.d) LGT). Y entiendo que ello no es sino

la confirmación de una tendencia que ya podía observarse

en la reforma de la Ley 2511995, de 20 de julio, que acre-

cienta la subsídiariedad del procedimiento de apremio2r.

También en toda esta cuestión los antecedentes juris-

prudenciales de la cuestión permiten comprender cabal-

mente el cambio legal operado22. Pues, sin perjuicio de que

la cuantía de los recargos y su devengo automático pudie-

- ¡. La STSJ Castilla y León, Burgos nlrr"t.34412001 de 3 1 julio, en aplicación de otros pronunciamientos como la Sentencia de la Sala de Can-

utr.: de 9 de enero de 2004, o la de Castilla-La Mancha de 17 de septiembre de 2003, también aprecia la necesidad de regularización en el régimen

ETL-=rrr

-1.

Reiteradaposteriormente en otras muchas, por ejemplo, Sentencias núms.15812005, de 30 dejunio, 2412007 
' 
de 16 de enero -que se acoge,

que la AN a los antecedentes de la elaboración de la LGT-, y 82312001 
' 
de 1 8 de julio'

STSJ Extremadura núm. 603/2007, de 25 de junio.

STSJ Comunidad Valenciana núm.78912007 , de 9 de julio.

: . Soren Rocu, M."T., op. cir., P.401.
:. Sobreestacuestiónyanorpronun"iábamosen LasAutoliquidaciones...,cit.,pp.l04al06,precisamenteporque,másalládeltradicional

:u:nc::: :ubsidiario del procedimiento <1e apremio, e1 acentuamiento de dicho carácter sería una manifestación más de una tendencia generalizada del

¡,-::.urr :i:¡inistrativo, que gráficamente califica el profesor Escrue,tNo ("El procedimiento tributario tras la relorma de la Ley General Tributaria", QF,

ru.r:1. _:.1996)como,,hipoactividadadministrativa".yelloseríaconsecuencia,especialmente,delreforzamientodemedidastendentesafavorecerel
¡rl: : c:raplimiento espontáneo como principio que sustenta la STC 16411 995, de l3 de noviembre. En fin, la conclusión podría ser ya entonces, y

¡3;¡ ¡ - ¿n la actualidad, el nuevo papei resiiual del procedimiento de apremio, cuya apeftura, en 1a intención del legislado¡ trataría de postergarse,

jri'i,Jr-- +rr dir ersos medios.
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ran resultar cuestionables2r, 1o bien ciefio es que las tres

posrbilidades que refleja ia LGT no hacen sino contemplar
tres situaciones cieftamente distintas en cuanto a la tras-

cendencia económica del incumplimiento del deudor y su

compensación a la Hacienda Pública.

En el caso del recargo ejecutivo, los problemas antece-

dentes a ia reforma de la Ley 25t1995, de 20 de julio, se

basaron precisamente en la intolerable siruación que equipa-

raba económicamente a quienes efectuaban el ingreso con

anterioridad a ia iniciación del procedimiento de apremio

mediante la certificación de descubierto entonces con

aquellos que provocaban la actuación ejecutiva de laAdmi-
nistración. Pues en ambos casos debía satisfacerse el recargo

de apremio del 20oA de la deuda y los intereses de demora

devengados desde el vencimiento del período voluntario. La
nueva LGT ahonda en ia diferencia introducida por aquella

reforma legal de 1995, reduciendo más aún el impofie del

recargo y otorgándole denominación propia. Pero le añade

otra diferencia más en el seno del propio procedimiento, al

introducir el recargo de apremio "reducido". Reflejando así

la evidente diferencia de perjuicio económico que generan

quienes incumpien absolutamente de quienes únicamen-

te han provocado la actuación inicial del procedimiento y
responden al requerimiento de la providencia de apremio.

evitándose en este caso los costes propios del procedimiento

ejecutivo. De este modo, sólo en el caso de incumplimiento
en el plazo del ar1. 62.5 LGT concedido en la providencia

de apremio procederá la exigencia del recargo de apremio

del 20oA y de los intereses de demora. Por el contrario, el

curnplimiento en el citado plazo conlleva úrnicamente la exi-
gencia del recargo de apremio reducido del 1 0% de 1a deuda

que se habrá liquidado en el propio título ejecutivo.

En conclusión, si la segunda fase recaudatoria tradicio-

nalmente había sido definida por el procedimiento recau-

datorio de ejecución para e1 cobro de las deudas tributa-

rias, su configuración legal actual permite desechar dicha

concepción en pro de la existencia de un auténtico período

ejecutivo- de pago, que precisamente trata de convertir

en innecesaria la actividad administrativa aun cuando sea

legalmente debida ante el incumplimiento del deudor.

III. EL PAGO DE LAS SANCIONES TRIBUTARIAS
Y LA REDUCCTÓN DE LA LITIGIOSIDAD

El análisis de esta cuestión requiere de la precisión de dos

premisas de partida, contenidas ambas en el art. 58.3 LGT. La
primera es la exclusión expresa de las sanciones del concep-

to de deuda tributaria (ar1. 58.3 LGT); asimismo, el ar1. 25.2

LGT las excluye del concepto de obligaciones accesorias. La

segunda. que en su recaudación, no obstante lo anterior, se

Ros¡ Lrr¡.co Lr¡oó

aplicarán las normas del capítulo V del Título III de ta LGT,
(ar1s. 160 a 117 LGT). Es decir, las mismas que son propias

de la recaudación de las deudas tributarias. Pese a ello, no

basta con realizar una remisión a todas las cuestiones apun-

tadas anteriormente, pues no se obtendría una visión clara de

cuál es el estado actual de 1a cuestión. Porque, precisamente,

el pago de las sanciones tributarias. mejor dicho, algunas de

las medidas relacionadas con ello, se han empleado por el

legislador para el logro de un objetivo distinto del apuntado

anteriormente. Ya que, además de comparlir la finalidad de 
n

evitar al máximo la intervención administrativa para su co-

bro, el legislador declara abierlamente la persecución de otro

fin: la reducción de la litigiosidad.
Finalidad que no es nueva, pues ya se hallaba presente

en los antecedentes normativos de la nueva LGT. Efecti-

vamente, este era el objetivo confesado en la Memoria del

Proyecto de la Ley 1/1998, de DGC, cuando, respecto a

su arI. 35 LDGC, aborda el problema de los intereses de

demora, cuya regulación contravenía el principio general

del ar1. 138.3 LRJPAC, según el cual éstos no se deven-

garían. Justificando dicha medida porque en materia tri-
butaria "resulta imprescindibie para evitar un incremento

desmesurado de la conflictividad por razones exciusiva-
mente financieras". Adjuntándose a ello la alusión a "la
eficacia y agilidad de la Administración tributaria en el

ejercicio de su labor sancionadora", a través del procedi-

miento que desarollaba, que contenía la EM del anterior

Reglamento sancionador, aprobado por RD 1930/1998, de

11 de septiembre. De manera que "constituye un factor de

gran importancia en cuanto restablece la legalidad vigente

e incentiva el cumplimiento voluntario". Argumentos so-

bre los que trataba dejustificar, sin éxito, la previsión con-

tenida en su ar1. 37 que establecía la exigencia de intereses

de demora por el tiempo de suspensión automática de las

sanciones hasta que fueran firmes en vía administrativa,
incurriendo en un claro exceso respecto al ar1. 35 LDGC.

En relación con esto último, su abolición por la nueva

LGT (art. 212.3.b)) ha trasladado el problema a un mo-

mento posterior, el de su paso a la vía contencioso-admi-

nistrativa. Y ello porque la LGT sigue considerándolo un

supuesto de suspensión y no de ineiecutivídad, tal y como

prevé con carácter general el citado art. 138.3 LRJPAC.

De manera que, en la actualidad, la conflictividad se

plantea en relación con dos cuestiones. La primera. por

la exigencia de garantía para la vigencia de la suspensión,

con arreglo a la doctrina del TS introducida por la STS

de 5 de octubre de 2004 seguida por otras posteriores,

como la STS de 7 de marzo de 2005- en aplicación de

lo dispuesto por el art. 233.8.2." pr LGT. Y, la segunda,

en relación con los intereses de demora devengados por

la citada suspensión jurisdiccional cuando la sanción es

confitmada en dicha sede2a, porque el ar1. 212.3.b) LCT

23. ME¡n,qxo lna.zot-.r., S., "Las obligaciones tributarias accesorias: el interés de demora y los recargos", en M,cRriNlz L.rrunun, A. (dir.), Es-

tudios sobre la nueva LGT (Let, 58/2003, de l7 de di.cienbre). Homenaje a D. Pedro Luis Serrera Conlreras, IEF, Madrid, 2004, p. 1 96, propone su

inconstitucionalidad por su naturaleza sancionadora y no indemnizatoria.

24. SolenRoc.H,M."T.,op. cit..p.404.omisiónqueescomprensibleporquesetratadeunacuestiónmáspropiadelaLJ,peronosi seatiende

a la conflictividad que provoca.
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::e\é su exigencia a partir del vencimiento del plazo de

::so concedido con la resolución que ponga fin a la vía
,,:ninistrativa.

En definitiva, con areglo a la nueva LGT, la suspensión

:-:rrrxática de la sanción sin garantías alcanza en la actua-
¿ad. al menos, hasta la conclusión del plazo de dos me-

i:s previsto para la interposición del recurso contencioso
::ninistrativo (ar1. 46.1 LJ), una vez agolada la vía admi-
'.strativa. Y si se ha interpuesto el recurso con petición al

-::anojurisdiccional de adopción de la medida cautelar de

' -soensión, y ello se ha comunicado a la Administración25,

- e la norma del ar1. 233.8.2." párrafo LGT, que, como
i¡ ha dicho, ha sido objeto de una discutible interpreta-
:.:n jurisprudencial por la citada STS de 5 de octubre de

I 't.{-. y reglamentaria (art. 29.2 RPS, aprobado por RD
: b3 2004, de 15 de octubre). Como consecuencia de ello,
;.- ;stará a la decisión judicial que recaiga en la pieza sepa-

.'¡a de medidas cautelares; decisión que, indudablemente,
;. :egirá por los criterios de la LJCA, es deciq no será

,*,omática. Hasta que ello no suceda no podrán iniciarse
:-. actuaciones del procedimiento de apremio, aun cuando

:-:., e comenzado el período ejecutivo rtnavez sea firme en

' -. administrativa la sanción y haya concluido e1 período

' :.untario de pago concedido en la resolución desestima-
:-ia (arts. 167.2.2.' pr. LGT,29.2 RPS y 66.6 RR).

Lo anterior entra en contradicción, de un lado, con 1a

.:rple interpretación literal del art. 233.8.2.' LG! que en

:-ltraste con el párrafo inmediato anterior de dicha nor-
.:, nermitía concluir en la suspensión automática hasta la
:::isión judicial de fondo. Interpretación que venía propi-
: .Ja. además, por la STS de 6 de octubre de 199826 y otras

:,:sieriores, hasta el giro dado por la STS de 5 de octubre
:¿ lu04 y la posterior STS de 7 de marzo de 2005. Y, en

r.undo lugar, con el criterio contenido en la STS de 18

:- >eptiembre de 2001 que al considerarlo un supuesto de

. :tecutividad, rechazaba, en consecuencia, la exigencia
:: intereses de demora. Criterio que, sin embargo, no ha

i : seguido con uniformidad tras la promulgación de la
-,,:ra LGT en combinación con la doctrina de la STS de
- ie marzo de 2005. Así, mientras la SAN de 9 de julio de

-.'.,-. sí se acoge a la STS de 18 de septiembre de 2001, si

:.:r:. lo hace en un supuesto para el que no admite la apli-
:::rrin retroactiva de la LGI la posterior SAN de 26 de

:r--rbre de 200'7 , que sí admite tal retroactividad, concluye
::l:.-ando el criterio del art. 212.3 LGT. En cambio. en pro
::- .a inexigibilidad de intereses suspensivos se pronuncian
:. SSTJ Cataluña num. 61312001, de 14 de junio y núm.
!¿¡ 1007, de 23 dejulio, basándose incluso en los trabajos
:. e.aboración de la nueva LGT y su propia EM. Por el

: :.:ario, la STSJ de Castilla y León (Burgos) de 28 de no-

5t;

viembre de 2001 , también se alinea con el criterio legal, y
ello pese a reconocer que no existe una líneajurispruden-
cialclara en esta cuestión. Pues tras la STS de 7 de mar-
zo de 2005 recayó la STS de 26 de octubre de 2005 que,

aunque no en relación con materia tributaria, confitma el

criterio de la SAN de 21 de abril de 2004 y considera que

no es posible la exigencia de intereses de demora en la vía
contencioso-administrativa si el órgano judicial suspendió

la ejecución de las sanciones, ni aun cuando éstas fueran
posteriormente confi tmadas.

En fin, la Resolución TEAC de 3l de enero de 2008

se basa precisamente en la repetida STS de 7 de marzo de

2005 para extraer conclusiones sobre la exigencia de los in-
tereses de demora en paralelo con las relativas a la suspen-

sión. Así, tomando como base el concepto jurisprudencial

de firmeza en vía administrativa que propone el TS, situán-

dolo "hasta la decisión judicial sobre la adopción de medi-
das cautelares en la pieza separada de suspensión incoada

en el mismo", distingue lo siguiente: a) No son exigibles
intereses suspensivos sobre sanciones recuridas en vía ad-

ministrativa, debiendo aplicarse este criterio con carácter

retroactivo (DT 3.", 1y 2, d) LGT); ó) Unicamente cuando

la sanción haya adquirido firmeza en vía administrativa,
por no ser susceptible de ulterior recurso, se devengarán

intereses de demora desde el vencimiento del período vo-
luntario abiefto por la notificación de la resolución que le

haya puesto fin, y c) Si se recurre en víajurisdiccional y se

solicita la suspensión, "se abrirá el período de devengo de

los intereses de demora sobre la sanción cuando el órgano
jurisdiccional decrete la suspensión de la ejecución de la
misma en la correspondiente pieza separada".

En otro orden de consideraciones, también la preten-

dida reducción de la litigiosidad aparece en la EM de la
LGT cuando justifica la introducción del ar1. I 88.3 "con el

objeto de reducir el número de recursos contra sanciones",

Igualmente lo hace la de la Ley 3612006, de 29 de noviem-
bre, cuando alude a dos de las reformas que se introducen
en la LGT, en concreto en los arts. 155.5 y 188 LGT.

En parlicular, en relación con las Actas con Acuerdo,
las medidas introducidas se refieren, de un lado, a contem-
plar en el art. 155.5 LGT la posibilidad, hasta entonces

vedada, de solicitud de aplazamiento o fraccionamiento de

la deuda con anterioridad a la finalización del plazo del

art.62.2 LGT -abierto por el transcurso de diez días tras la

firma del acta o bien por liquidación expresa en dicho pla-
zo corigiendo errores materiales (art. 186.7 RGIT)-. Ade-
más, la firma del acta con acuerdo supone un reducción del

50oA de las sanciones impuestas en ella (art. I 88.1.a) LGT)
que se perderá por dos razones: a) La impugnación de la

sanción en vía contencioso-administrativa, puesto que está

15. LaRes.de2l dediciembrede2005,delaSecretaríadeEstadodeHaciendayPresidenciadelaAEAT,porlaquesedictancriteriosdeactua-
- t : :l materia de suspensión de la ejecución de los actos impugnados mediante recursos y reclamaciones y de relación entre Tribunales Económico-

-. ::::-:.risrarivos y la AEAT (BOE de 3 de enero de 2006), apafiado Séptimo 1 .1 .3, parece sostener, con discutible criterio, que su lalta determinará la

: . -spensión. Sin embargo, ello se refrenda por la STS de T de marzo de 2005 (FJ 5.")).

:6. \,l.rnrñQurri-r.r-r,J.,"Lasuspensióndeunasancióntributariarecunidajudicialmentenonecesitagarantía", IF,núm. 177,2005.p.6.
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vetada en vía administrativa por el art. 212.2.2." párrafo
LGT, con la salvedad del art. 155.6 LGT que únicamente
contempla el recurso del at. 21j LGT de nulidad de pleno
derecho; así como por la impugnación de la regularización
(liquidación) parala que se prevén idénticas restricciones;
ó) Por impago, en los casos en que no se ha prestado de_
pósito y la deuda ha quedado garatfizadamediante aval o
seguro de caución, bien en los plazos del art. 62.2 LGT,
o bien, y ésta es justamente la novedad de la reforma por
Ley 3612006, d,e 29 de noviembre, en los fijados en el
acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento concedido por
la Administración, en coherencia con la redacción actual
del art. 155.5 LGT.

Por lo que se refiere a la reducción del 25yo del ar-t.
188.3 LGT, prevista para el resto de sanciones. las condi_

Ros¡ Lrraco LlEoó

ciones para su aplicación son dos: a)Laprimera, referida
al pago puntual de la sanción ; bl La segunda lo hace a la
"no litigiosidad", en tanto condiciona su vigencia a que
no se recuna ni contra la liquidación _circunstancia que
determina también la pérdida de la reducción del 30% por
conformidad del art. 188.1.b) LGT-, ni, 1o que es más im_
portante, contra la sanción. pues bien, la reforma de la Ley
36/2006, de 29 de noviembre, únicamente incide en la pri_
mera de las condiciones señaladas, flexibilizándola. y ello
porque permite disfrutar de la reducción también en los
casos en que el pago se efectúe en los plazos concedidos
por el acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento de la
deuda, si bien sujeto a dos límites; que se haya solicitado
en período voluntario y que se haya garantizado, única_
mente, con aval o con seguro de caución.

h--


